Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 34 minutos) 


La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial tiene el gusto de recibir a la señora 
Ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y a sus asesores, a los efectos de 
recibir un informe sobre los Fondos Sociales de Vivienda. Además, le hemos solicitado información 
sobre los proyectos, programas y previsiones de la Cartera en el Presupuesto Quinquenal. 


SEÑORA MINISTRA.- Buenas tardes. Venimos trabajando en el tema de los fondos sociales desde 
que asumimos en el cargo. 


Haremos una breve exposición en la cual expondremos el estado de situación de dichos 
fondos y las líneas de trabajo que pretendemos desarrollar en el quinquenio. Luego le cederé el uso de 
la palabra a los representantes de la DINAVI ya que ellos son los que se han entrevistado, 
concretamente, con los beneficiarios de CAFE, CUTCSA, COETC y SUNCA, como para poner en 
común la articulación que hemos ido concretando con respecto a este tema. 


La política de vivienda que desarrollemos en el quinquenio debe poner al día las capacidades 
de estos fondos sociales y debe multiplicar la canasta de soluciones que estos ofrecen. 


Los fondos sociales se originaron, a partir de diversos convenios colectivos, en el año 1967, y 
se regulan con la aprobación de la Ley Nacional de Vivienda del año 1968, como así también por el 
Decreto Reglamentario 68/71. Es un sistema de aporte solidario gremial a través del cual se produce y 
adjudica la vivienda. Los aportes de dichos fondos se definen en los laudos y convenios colectivos. 
Teniendo esto en cuenta, nos planteamos como objetivo para este quinquenio la multiplicación de 
fondos sociales o su promoción a partir de un trabajo coordinado y articulado con los grupos 
empresariales y los sindicatos. 


Las viviendas construidas con estos fondos se conceden en régimen de promitente comprador 
o de uso y goce, pudiendo obtenerse la propiedad plena de la vivienda una vez realizado el pago total 
del precio estipulado por parte de los beneficiarios al fondo. En caso de que se concedan en régimen 
de uso y goce, la inversión la hace plenamente el fondo sin necesidad de tomar un crédito. 


El sistema de pagos se regula por la normativa y por las propias políticas definidas por cada 
fondo, pudiendo determinarse un esquema de subsidio privado por parte de estas instituciones a favor 
de sus beneficiarios. Aquí es donde creemos que existen posibilidades de innovar; me refiero a que las 
instituciones que aportan al fondo actúen como garantía y permitan el acceso al crédito, generando 
esas garantías y sin que la banca tenga que asumir los riesgos de un crédito a una persona jurídica. 
Actualmente, la normativa del Banco Hipotecario impide que estos fondos obtengan créditos sin una 
garantía que cubra el 100% de la inversión. Entonces, se trata de generar soluciones y propuestas 
para que parte de esos riesgos sean cubiertos por los articuladores de cada fondo. 


La administración de los fondos sociales de vivienda compete a Comisiones Honorarias 
Bipartidas que tienen amplias facultades para ello, y la función de supervisión y contralor le fue 
asignada a la Dirección Nacional de Vivienda. Esas Comisiones pueden obtener préstamos en el 
Banco para el financiamiento de la construcción de viviendas, por lo cual se pueden ampliar sus 
recursos más allá de sus propios fondos. Existe una limitación al préstamo establecida por la 
necesidad de una garantía ya que son personas jurídicas. 


Actualmente, están funcionando siete Fondos Sociales de Viviendas, que cuentan con 
36.000 afiliados y que construyeron alrededor de 1.700 viviendas. El saldo total de sus cuentas alcanza 
la cifra de US$ 18:000.000 pero desde la crisis del 2002 hasta el presente, y por limitaciones impuestas 
por la Ley N* 18.125, no se han podido utilizar. En este quinquenio, se volverá a conceder créditos 
hipotecarios a los Fondos Sociales de Viviendas, pero por estar limitada hasta ahora la operativa del 


Banco con personas jurídicas, es necesario crear instrumentos para su concreción, es decir, fondos de 
garantía. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente tiene interés en 
concretar agendas de trabajo con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Cámaras Empresariales, 
así como con el PIT-CNT, para la posible extensión del uso de fondos sociales a otros colectivos de 
trabajadores -a fin de solucionar sus problemas de viviendas- así como para trabajar en la atención de 
otros programas que no impliquen, necesariamente, el uso del crédito hipotecario -como es el caso de 
reformas y refacciones- o que incluyan un crédito hipotecario para compra de viviendas usadas y no 
nuevas. 


Los Fondos Sociales que en la actualidad existen y permanecen vivos son: UCOT, CUTCSA, 
FOSVOC -que es el de la construcción - RAINCOOP, COETC, COMESA y gráficos. 


Asimismo, tenemos un fondo en proceso de liquidación, que corresponde a los trabajadores 
de la estiba, iniciado a partir de la Resolución dictada por el Ministerio de Educación y Cultura y el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, con fecha 29 de noviembre de 
2004. Esta Resolución estuvo precedida de la intervención de la institución dispuesto por el Poder 
Ejecutivo, en octubre de 2003, previo dictamen de la Auditoría Interna de la Nación, que encontró 
múltiples irregularidades en la administración del organismo. 


El Fondo de CUTCSA, que fue creado el 22 de junio de 1967, comienza a construir y a 
adjudicar sus viviendas desde 1975. Los planes de vivienda implementados por este Fondo han 
implicado la solución a alrededor de 1.000 familias a través de la construcción de 14 complejos de 
vivienda y por medio de operaciones de compra de vivienda usada. De este conjunto, 7 fueron 
realizados con fondos propios y los restantes con préstamos del 50% de la inversión del Banco. 


Respecto a la política de pago seguida por la Comisión Administradora de CUTCSA, 
podemos decir que tiene un pago en 300 cuotas, que se obliga a pagar al adjudicatario a partir del 
momento de la adjudicación. El monto de la cuota no debe superar el 20% de los ingresos líquidos del 
núcleo familiar. La morosidad sería superior al 20% y su refinanciación estaría en el marco del 
Reglamento aprobado por la Comisión Administradora del Fondo. 


Personalmente, tuvimos entrevistas, desde la Agencia y ahora como Ministra, con dos 
sindicatos que trajeron su preocupación por la articulación de nuevos mecanismos de uso del Fondo. 
Uno de ellos fue el SUNCA, que planteó la posibilidad de que se formara una garantía a partir del 
Fondo, que cubriera los riesgos, fundamentalmente, en el período en que el trabajador termina una 
obra y empieza otra. Se trata de un período de seis meses, en el que tiene serias dificultades para 
cumplir con el pago del crédito. Ellos plantearon, en este aspecto, un diseño del Fondo que asumiera el 
pago de la cuota en el período en que el trabajador se encuentra en el Seguro. Por eso traigo la firme 
idea de que es necesario trabajar con estas realidades e instrumentar mecanismos acordes con la 
situación del trabajador y con las capacidades del grupo empresarial que acompaña esos Fondos. Tal 
vez, esa sería una vía de solución para que la banca pudiera salvar las objeciones o los riesgos que 
implica un crédito hipotecario. También planteaban la posibilidad de usar esos fondos como 
mecanismos de acceso a materiales, ya que sus afiliados tienen amplias capacidades para mejorar sus 
viviendas y, además, es donde se ha detectado una situación crítica en materia habitacional. Hay que 
destacar que la mayor parte de los obreros de la industria de la construcción están viviendo en 
condiciones precarias. 


Otro de los contactos que hice hace muy poco fue con la propuesta del UNTMRA, que busca 
dar solución de vivienda a sus cerca de 8.000 afiliados. Concretamente, su propuesta va por fuera de 
los mecanismos de solución que les permitiría la creación de un fondo de vivienda, articulando con los 
empleadores. En este caso, estamos ante un gremio en el que tal vez el plantear -como forma de 
articulación de las capacidades del sindicato- la generación de un fondo de vivienda, sea la forma de 
canalizar las necesidades y las potenciales soluciones que ellos manejan. Este sindicato planteó que 
tiene tierras compradas como para iniciar un proceso de construcción de viviendas y su intención de 
que se establezca una especie de fondo rotatorio, que a partir del primer emprendimiento genere 


capacidades como para seguir articulando este proceso. Sin embargo, todo esto está por fuera de la 
legislación o de las bondades que implicaría la formalización de un fondo. 


Por lo tanto, desde la DINAV| estamos planteando la generación de un espacio de trabajo -a 
partir de la Comisión Asesora de Vivienda, que nuclea a todos los distintos actores de la política de 
vivienda- y de una instancia de discusión de esta realidad y de maduración de las alternativas como 
para generar los programas adecuados a cada núcleo de trabajadores. 


Concluyo así mi intervención no sin antes dejar en claro que veníamos trabajando en este 
tema y que las inquietudes que recibieron los señores Senadores se enmarcan en el análisis que 
estábamos haciendo de las necesidades de innovar en mecanismos de acceso para los trabajadores. 
Voy a ceder el uso de la palabra a los asesores que nos acompañan en la tarde de hoy, entre los que 
se encuentran Ana Salveraglio, quien hoy es la Vicepresidenta del Banco Hipotecario y tiene la 
responsabilidad legal de los fondos y el equipo de la DINAVI que ha articulado con los ciudadanos que 
han venido a presentar sus problemas en la Comisión. 


SEÑORA SALVERAGLIO.- Complementando lo dicho por la señora Ministra, quisiera agregar que el 
Banco Hipotecario ya acordó con el Fondo Social de la Construcción un mecanismo por el cual se 
deposita una partida, que es la que el Fondo pide, en una cuenta de libre disposición para la compra de 
materiales. Cabe destacar que el Fondo mismo es el que administra la entrega del dinero de acuerdo a 
las necesidades de cada integrante del mismo. Por lo tanto, esto es un avance con respecto a cómo se 
venía gestionando hasta ahora. 


SEÑOR LÓPEZ.- En primer lugar queremos resaltar el carácter que tienen los Fondos Sociales de 
Vivienda. En su constitución hay un acuerdo entre empresarios y sindicatos para lograr una solución 
habitacional para los integrantes del gremio. En cierta forma, esta es una asociación muy a la uruguaya 
porque se trata de un acuerdo entre diversas partes para atender la problemática de la vivienda. 
Evidentemente, los fondos han sufrido los avatares del país, concretamente en lo que tiene que ver con 
la crisis del 2002; en este sentido, en la posterior salida de la reforma del Banco Hipotecario los fondos 
sociales de vivienda no han podido ser utilizados, debido, por un lado, a la propia crisis y, por otro, a la 
aplicación de la Ley N* 18.125 que le impedía al Banco otorgar un préstamo a personas jurídicas. 
Como ya se mencionó, el Banco Hipotecario está estudiando en estos momentos cómo superar los 
impedimentos que la ley le marca, a los efectos de volver a utilizar los fondos y poder dar al 
beneficiario lo que realmente necesita. 


Los fondos tienen un carácter rotatorio y, en ese sentido, es evidente que, en un acuerdo en 
el que se descuenta una parte del salario y otra parte a la empresa, esa suma de dinero apalanca a la 
construcción de viviendas. En el caso del SUNCA, que congrega una población muy extensa, a los dos 
años de trabajar en la construcción la persona comienza a ser beneficiaria y, por tanto, obviamente el 
monto del fondo por sí solo no va a alcanzar a dar soluciones de vivienda a todos los que las 
requerirían. Por eso remarco el carácter de rotatorio. Esto quiere decir que el fondo constituye 
determinada suma de dinero, concreta una solución habitacional y luego la persona que accede a la 
misma debe devolver al fondo ese dinero para que, a su vez, se pueda construir otra vivienda para otro 
trabajador. Muchas veces se piensa -y esto nos parece un concepto errado- que el fondo lo que hace 
es comprar una vivienda, sortearla entre los integrantes del gremio y que la única obligación con el 
fondo de esa persona es, simplemente, seguir aportando el porcentaje que se le descuenta del sueldo. 
Las formas de fondeo son el descuento a la empresa y al trabajador y la devolución de los trabajadores 
que han accedido a la vivienda del dinero que el fondo ha dispuesto para que ésta se construya. 
También es evidente que dentro de las soluciones -debido a que la cantidad de dinero del fondo no 
puede alcanzar para toda la población que cubre- está previsto que las comisiones administradoras 
estén facultadas para tener crédito hipotecario con el Banco Hipotecario del Uruguay. Esto quiero decir 
que, además de los fondos propios, contraen obligaciones con un tercero -en este caso, el Banco 
Hipotecario- y el fondo deberá responder a la cantidad que el Banco Hipotecario le haya prestado, 
siendo la garantía las propias viviendas. Eso ha generado diversas situaciones. 


Leyendo la versión taquigráfica de la sesión anterior, notamos que existen diferencias en la 
aplicación de los reglamentos por parte de las comisiones administradoras. Por nuestra parte, hemos 
estudiado que si bien hay diferencias, todas están enmarcadas dentro de la reglamentación. Un fondo 


puede subsidiar a un trabajador, en caso de que éste no pueda pagar la cuota, pero en ese caso el 
dinero del fondo no va a estar disponible para hacer otra solución habitacional, sino para apalancar a la 
persona que ya la tiene. Sin embargo, otras comisiones administradoras resuelven que eso no tiene 
que ser así, que su obligación es seguir concretando soluciones habitacionales y que los subsidios 
internos pueden ser menores o, incluso, nulos. Por eso se produce muchas veces el llamado 
lanzamiento del trabajador, que no paga al fondo la cantidad de dinero por la solución habitacional y la 
comisión administradora está facultada para darle a otro trabajador esa solución, quitándosela al que 
no pagó. En el caso concreto de CUTCSA, nosotros hemos tenido entrevistas con los integrantes que 
vinieron a plantear su problemática a la Comisión de Vivienda y ellos concuerdan que la resolución del 
tema tiene que ver con la reglamentación y con el posible subsidio interno que podría haber por parte 
del fondo. En ese ítem, al Ministerio -si bien es un ente regulador a través de la DINAVI- no es al que le 
compete establecer la política. La reglamentación del 68 y 71 del decreto que regula es claro en su 
artículo 24 en ese sentido. Es la propia comisión investigadora la que define la política sobre la 
población y cuáles son los énfasis que pone al respecto, es decir, si otorgar un subsidio interno o si 
respetar el acuerdo de seguir produciendo integramente viviendas sin otorgar subsidios a las personas 
que tengan problemas en el pago de la cuota. Así, tenemos situaciones como las del fondo de COETC, 
caso en el cual prácticamente se ha definido otorgar el subsidio y están al día con el Banco, pero la 
cantidad de dinero que dispone el fondo para nuevas soluciones habitacionales es ridícula, pues es 
aproximadamente US$ 5.000 ó US$ 6.000. En este caso el aporte es bueno, lo que sucede es que su 
política impide que el resto de la población alcance una solución habitacional. De la misma manera, en 
los casos en que la morosidad dentro del Fondo alcanza límites bastante importantes -CUTCSA, es 
uno de esos, como señalamos al comienzo- es evidente que la Comisión Administradora tiene que 
tomar algún tipo de medidas porque si estamos hablando de que una quinta parte de la población que 
está usando la vivienda no paga como los otros trabajadores, quiere decir que la otra parte que sí lo 
hace, está subvencionando la parte de los que no pagan. De esa manera, se está usando el Fondo 
para un problema interno y no para atender otras soluciones internacionales. 


Esos eran los comentarios que queríamos hacer con respecto a ciertas demandas que se 
han establecido en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente sobre el uso 
de los Fondos y su problemática de reglamentaciones. 


Ahora bien, como decía la señora Ministra hemos realizado una cantidad de entrevistas a 
todas las Comisiones Administradoras de los Fondos, donde nos van planteando una a una su 
problemática que es muy variada. También hemos mantenido entrevistas con integrantes del Fondo en 
liquidación de CAFE, que en este momento se encuentra en la Agencia Nacional de Vivienda. Su 
problema radica en que utilizó el 100% de los fondos sin crédito hipotecario para hacer vivienda y luego 
solicitó crédito hipotecario al Banco; por tanto, como está en proceso de liquidación, evidentemente 
debe responder a esa Institución por las deudas contraídas y estamos intentando aclarar cuál es la 
situación. Primero se hizo un llamado a los posibles familiares de trabajadores de la estiva, porque 
entendemos que hijos o nietos tendrían derecho a la solución y luego las viviendas que quedaron 
vacías se va a establecer un acuerdo con la ANV para que otros trabajadores de otros gremios -porque 
este ya no existe; ya no hay patronal ni gremio- puedan usar estas viviendas previo paso por la ANV. 
Se han adjudicado 48 soluciones habitacionales al gremio de la Intendencia Municipal y en este 
momento existen otras 35 viviendas. Estamos esperando la regularización de la Agencia Nacional de 
Vivienda para también dársela en usufructo a otros trabajadores de otros gremios o a trabajadores 
municipales. La realidad es muy compleja y es necesario estudiar los casos prácticamente uno a uno y 
luego la reglamentación. De cierta forma se debe reestablecer algún cambio en las potestades y en las 
libertades que tienen las Comisiones Administradoras, reforzar el criterio para poder vigilar o hacer un 
contralor efectivo de las mismas por parte de la Dirección Nacional de Vivienda. Para ello estamos 
trabajando junto con todos los actores sociales y las empresas para concretar determinadas garantías 
y que el trabajador pueda, a través de la potenciación de esta herramienta, adquirir soluciones o 
refaccionar a su vivienda, sin la utilización del crédito hipotecario que muchas veces es el problema 
que tenemos. Cuando uno solicita un crédito hipotecario tiene que ser sujeto de crédito y muchas 
veces los trabajadores no alcanzan esa categoría; un gran porcentaje de los trabajadores no llega a ser 
sujeto de crédito de los Bancos. Pensamos que el Fondo Social de Vivienda con determinadas 
herramientas y potestades podría llegar a ser la forma de fondear para que este trabajador pueda 
acceder a la solución habitacional. 


SEÑOR BORDABERRY.- Tengo una duda desde el punto de vista legal que quizás me pueden aclarar. 


Me llama un poco la atención la redacción de esta ley del año 1968, cuando dice que el 
aporte de los fondos sociales estará destinado a construcción y conservación de viviendas propias y 
permanentes de los partícipes, que parece ser un concepto poco jurídico. Creo que si una vivienda es 
propia es permanente porque está el derecho de enajenar. En este caso, quizás el Ministerio visualice 
la necesidad de adecuar esta norma, aprovechando que es nuestra tarea. Al preparar esta sesión me 
encontré con este detalle y no he encontrado una definición jurídica de este concepto. 


Me gustaría que aclararan cómo funciona el concepto de “permanente” en la práctica de los 
hechos. 


SEÑOR LÓPEZ.- Es verdad lo que dice el señor Senador; incluso, en cierta forma esa es la confusión 
que se origina entre los beneficiarios del Fondo cuando leen esta parte sobre la vivienda propia y 
permanente y, por otro lado, advierten que se les dice que están en uso y goce hasta devolver los 
dineros al Fondo. 


Creo que algunos de los términos utilizados en los artículos 68 y 71 deberían ser analizados 
porque son poco jurídicos y, por ende, llaman a confusión, sobre todo a los beneficiarios. Muchas 
veces, amparados en la lectura de esos conceptos, ellos ponen en duda si se debe o no devolver el 
dinero al Fondo, cuando es claro su espíritu, en el sentido de que es rotatorio y debe alcanzar a toda la 
población del gremio y no a la parte que, en cierta forma, resulta beneficiada al salir sorteada con una 
solución. Es parte de los cometidos del Ministerio hacer una revisión del artículo para pulir esos 
aspectos. 


SEÑOR LORIER.- Antes que nada, agradecemos la visita de nuestros invitados. 


Con respecto a los Fondos, quiero hacer dos preguntas concretas. Una de ellas, es si hay un 
cálculo del monto total que tienen los Fondos actualmente, es decir, los siete Fondos que están 
funcionando y el de la Estiba, que no sé si es considerado o no. 


La otra pregunta tiene que ver con cuánto se estima qué costo de la vivienda cubre, 
promedialmente, el aporte obrero-patronal y, por tanto, cuánto debe cubrir -teniendo en cuenta las 
distintas situaciones de los Fondos- la parte de créditos del Banco Hipotecario del Uruguay. 


SEÑOR BELTRAME.- Hay varios aspectos que es necesario clarificar específicamente. 


En primer lugar, hay que aclarar que, si bien hablamos de Fondos sociales, la realidad de 
cada uno de ellos es muy distinta por: el momento en que se originaron, cómo empezaron a 
desarrollarse, cuál es el nivel de cobertura que tienen -es decir, si es nacional o departamental- y la 
escala de la empresa. Por lo tanto, hay que tener en cuenta la escala del universo a resolver y, por otro 
lado, cuál es objetivamente el salario de ese trabajador beneficiario frente a lo que significa el costo de 
la vivienda. De modo que al hablar en genérico de los fondos sociales, nos referimos a una figura que 
tiene muchas particularidades según el Fondo de que se trate. Uno de los que empezó a desarrollarse 
y a dar soluciones en forma inicial, fue el de la Estiba y el otro, el de la empresa CUTCSA. Si mal no 
recuerdo, en este último pasaron ocho años desde el momento de su creación a la entrega de la 
primera vivienda, lo que en definitiva marca cuál es el universo de los trabajadores que pueden 
acceder al beneficio. En ese caso, el tiempo de aportación se determina entre la primera solución 
entregada a un trabajador o bien por aquellos que estaban en actividad y posteriormente se jubilaron al 
momento de la creación de los Fondos. Eso nos da como resultados temas muy variados. En el caso 
particular de los trabajadores de la construcción, es donde tenemos el universo más grande de casos, 
porque estamos hablando de un plazo de dos años para ser beneficiario y de que dos años es el 
término de cualquier obra, por lo que un trabajador que haya pasado por la construcción de un 
complejo medianamente grande en ese tiempo, ya es sujeto pasible de ser incorporado. En otros 
casos, ese plazo es de ocho años y, asimismo, en algunos el plazo varía según los fondos. Algunos de 
ellos se crearon luego de la privatización de lo que era AMDET y que después se reestructuraron, 
como es el caso de RAINCOOP. El caso de los gráficos, si bien había tenido un arranque previo a 
1972, en realidad es en 1985 que se configura y comienza a tener ahorros. Es muy diversa la situación 
y también los niveles de subsidio que se aplican. Alguno de estos fondos sociales estipula el valor de la 


cuota, regulado por el 20% de los ingresos del núcleo familiar y, por el costo de la vivienda, es a 25 
años. Llegada esa fecha se evalúa si se llegó o no a cubrir el 80% del valor. Si así se hizo, se condona 
todo el resto de la deuda, pero por el contrario si esto no se logra, hay fondos que aplican cinco años 
más de aportación de cuota de amortización, que es independiente de la aportación que podríamos 
llamar genuina, y que son los recursos frescos que, en definitiva, van a la administración de cada 
fondo. 


Las realidades de los fondos, en función de lo que tienen realizado, son muy distintas, porque 
no es lo mismo la administración de 1.000 viviendas que la de 70. Por eso es que en los últimos 
tiempos, buena parte de los fondos, se han volcado a la solución de compra de vivienda usada. 
Entonces, con los recursos que tenían, sin poder contar con el auxilio de préstamo hipotecario, se 
inclinaron a brindar soluciones a sus afiliados, ya que en la Ley de Viviendas se estipula que los fondos 
podían llegar a solicitar hasta el 70% del valor de la vivienda. La realidad es que muchísimos fondos 
originalmente comenzaron con fondos propios, sin préstamos para la construcción. 


Esto es importante marcarlo porque cada uno de estos fondos es un mundo aparte. El sector 
de los gráficos tiene cobertura nacional, y lo componen más de 400 empresas y dos gremiales, 
distribuidas en todo el territorio. En general, el resto de los fondos -el SUNCA tiene la misma dificultad- 
tienen más problemas porque el universo de las empresas puede ser hasta más variable. Pero el resto 
es una unidad de aportación y entre la empresa y el fondo hay una relación uno a uno. 


No sé si con esto ¡lustro lo planteado. Creo que no contesté toda la pregunta. 


SEÑOR LORIER.- Quisiera saber el valor de la vivienda porque se dice que llegado al 80% del pago, 
se condona la deuda. ¿Quién calcula el valor? ¿Hay alguna metodología? 


SEÑOR BELTRAME.- Históricamente los fondos no podían realizar la inversión sin el visado y 
aprobación del Banco Hipotecario. Concretamente, más allá de que las viviendas se hicieran con 
fondos propios, había una autorización de la DINAVI, cuando existía antes del año 1976, o del Banco 
Hipotecario -mientras que estuvo operando con fondos sociales- existiendo una tasación de los bienes. 
Básicamente, estamos hablando de viviendas que equivalen a Categoría Il -en algún caso Categoría 
IIl- y están en el entorno de las 2.500 y las 3.000 Unidades Reajustables. Esto depende de cada una 
de las obras, las cuales perfectamente las pueden identificar en toda la ciudad y verán la variedad que 
tienen estas soluciones. 


SEÑOR ROCCO.- Con respecto al monto de estos fondos debo decir que se trata de US$ 18:000.000; 
algunos de ellos tienen cifras realmente irrisorias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera comentar que si solucionan el tema de la Comisión Administradora 
de Funcionarios de la Estiba, los felicito de antemano, porque es hartamente complicado. Es el tercer 
Período que estoy en la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial y siempre está agendado ese 
tema, porque los problemas de la estiba se suman a los del Banco Hipotecario. 


Presentación MVOTMA Fondos Sociales 
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Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


